


que deposite en la cuenta judicial de autos los montos correspondientes a las
asignaciones familiares a favor de .

Admitida la demanda, se convocó a las partes a una audiencia de conciliación y se
ordenó a la ANSES que retenga las asignaciones familiares que correspondan a la
adolescente, y las deposite en la cuenta judicial de autos para ser percibidas por la
actora.

A la audiencia concurrieron los actores con su apoderada, y los accionados con el
patrocinio letrado del Dr. Carlos Esteban Corrado y acordaron realizar como prueba
anticipada la pericial genética.

El 16 de mayo de 2.024 se realizó la escucha de la adolescente con la presencia de la
Defensora de Menores.

Ordenada la producción de la prueba y avocada la suscripta, el 24 de febrero de 2.025 se
agrega el informe remitido por el Laboratorio Regional de Genética Forense del NOA, el
que se puso a conocimiento de las partes.

Posteriormente se corrió vista a la Defensora de Menores y al Ministerio Público Fiscal,
las que fueron contestadas.

Cumplidos dichos trámites, la causa pasó a despacho para ser resuelta.

CONSIDERANDO:

I.- En la causa se han acumulado tres acciones: por una lado las de impugnación de la
maternidad y paternidad, y por otro lado, la de filiación.

En relación a la primera, expresa el art. 588 CCyCN: “…En los supuestos de
determinación de la maternidad de conformidad con lo dispuesto en el artículo 565, el
vínculo filial puede ser impugnado por no ser la mujer la madre del hijo que pasa por
suyo. Esta acción de impugnación puede ser interpuesta por el hijo, la madre, el o la
cónyuge y todo tercero que invoque un interés legítimo. La acción caduca si transcurre un
año desde la inscripción del nacimiento o desde que se conoció la sustitución o
incertidumbre sobre la identidad del hijo. El hijo puede iniciar la acción en cualquier
tiempo.”

En este caso, la actora  invoca ser la presunta madre biológica
, y su legitimación puede encuadrarse como el tercero que invoca un interés

legítimo al que refiere la norma. No obstante, conforme surge del relato de la demanda, la
acción para ella se encuentra caduca toda vez que siempre tuvo conocimiento del hecho
que invoca, habiéndose agotado el plazo de 1 año.

En cuanto al planteo de inconstitucionalidad del plazo de caducidad regulado en el art.
588 CCyCN, corresponde su rechazo.

La SCJ de la Provincia ha expresado que “la declaración de inconstitucionalidad de un
precepto normativo constituye la más delicada de las funciones susceptibles de
encomendarse a un tribunal de justicia, ya que configura un acto de suma gravedad que
debe ser considerado como la ultima ratio del orden jurídico, por lo que no debe
recurrirse a ello sino cuando una estricta necesidad lo requiera y no exista la posibilidad
de una solución adecuada del juicio, a la que cabe acudir en primer lugar” (Del dictamen
de la Procuración General al que la Corte remite, Fallos: 342:685); circunstancias éstas



que no se configuran en el presente caso.

Más aún, “la existencia de un plazo de caducidad no vulnera per se los derechos
humanos, en tanto este instituto constituye una regulación orientada a garantizar la
seguridad jurídica en las relaciones familiares (conf. Corte Europea de Derechos
Humanos in re “Röman c. Finlandia”, 29/01/2013, párrafo 50) … el instituto de la
caducidad de la acción no se presenta como inconstitucional, en tanto todas las
legislaciones contemporáneas establecen de un modo y otro un plazo de caducidad en el
ejercicio de las acciones de impugnación de la filiación, salvo para el hijo que lo puede
hacer en todo tiempo”.

II.- En lo que refiere a la acción de impugnación del reconocimiento, expresa el art. 593
CCyCN: “El reconocimiento de los hijos nacidos fuera del matrimonio puede ser
impugnado por los propios hijos o por los terceros que invoquen un interés legítimo. El
hijo puede impugnar el reconocimiento en cualquier tiempo. Los demás interesados
pueden ejercer la acción dentro de un año de haber conocido el acto de reconocimiento o
desde que se tuvo conocimiento de que el niño podría no ser el hijo.”

En este punto, se aplican idénticos argumentos a los expresados en el apartado
precedente. Y ello así pues si bien la situación de  podría
encuadrarse como la del “tercero con interés legítimo”, para él la acción también se
encuentra caduca.

III.- Sin perjuicio de lo expuesto, no puedo desconocer que la cuestión relativa a la acción
interpuesta no atiende sólo a los intereses de los actores, sino también al interés superior
de , que en el caso concreto es el de la tutela judicial efectiva y el derecho a
la verdad sobre su identidad biológica. Es que el derecho a la verdad de los vínculos
biológicos no es en favor de quien lo pide sino un beneficio para todos los involucrados.
En el caso concreto se trata del derecho humano a la identidad de una adolescente,
quien a la fecha tiene 16 años de edad.

Cabe recordar que si bien tal derecho es inherente a todas las personas, cuando se trata
de niños, niñas o adolescentes, su protección debe ser mayor de acuerdo con los
principios y derechos en juego.

El derecho a la identidad abarca tanto el derecho a conocer los orígenes u obtener
información sobre la identidad genética, así como también, el derecho a obtener un
emplazamiento o estado filial concordante con dicha realidad biológica denominada
identidad filiatoria. Comprende así, como es sabido, una faz estática y una faz dinámica
que hacen a dicha identidad.

Este derecho a la identidad se relaciona también con el derecho a la verdad (implícito en
los términos del art. 33 de la CN), que hace al de conocer la realidad biológica y el origen,
y que esto tenga correlato con el estado filiatorio.

La Convención de los Derechos del Niño -instrumento dotado de jerarquía constitucional
conf. Art. 75 inc. 22 CN- dispone que el niño tiene derecho a conocer a sus progenitores,
y es por ello que los Estados Partes deben prestar asistencia y protección apropiadas
con miras a restablecer rápidamente su identidad.

Así, el Art. 7 de dicha Convención establece que el niño será inscripto inmediatamente
después de su nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una
nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por







VII.- Notifíquese electrónicamente (art. 169), comuníquese a CAPSAP, protocolícese
digitalmente y oportunamente archívense las presentes actuaciones.

Firmado por Tarifa, Fabiola Mariel - Juez del Tribunal de Familia
Firmado por Monzon, Rocio Natalia - Firma habilitada




